
Moción de los Grupos Municipales Podemos Rivas, Izquierda Unida-
Equo, Socialista y Concejales no adscritos para garantizar los derechos 
de las mujeres y niñas que sufren violencia sexual. 
 
 La Sra. Concejala del Grupo Municipal Podemos Rivas, Dª Dorotea Fernández Peloche 
da lectura a la siguiente moción:  
 
“Según la Organización Mundial de la Salud, violencia sexual es: “todo acto sexual, 
tentativa para consumar un acto sexual, los comentarios o insinuaciones sexuales no 
deseados, o las acciones para comercializar o utilizar de cualquier otro modo la 
sexualidad de una persona mediante coacción, independientemente de la relación de esta 
con la víctima, en cualquier ámbito, incluidos el hogar o el lugar de trabajo. La coacción 
puede abarcar una amplia gama de grados de uso de la fuerza. Además de la fuerza 
física, puede  entrañar la intimidación psíquica, la extorsión u otras amenazas, como el 
daño físico, la de despedir a la víctima del trabajo o de impedirle obtener el trabajo que 
busca. También puede ocurrir cuando la persona agredida no está en condiciones de dar 
su consentimiento, por ejemplo porque está ebria, bajo efectos de un estupefaciente o 
dormida o es mentalmente incapaz de comprender la situación”. 
 
El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer de las Naciones 
Unidas (Comité CEDAW) y otros organismos internacionales de derechos humanos 
afirman que la violencia sexual es una violencia por razón de género y que sus causas se 
encuentran en la discriminación y la desigualdad estructural entre hombres y mujeres. 
Además es una grave vulneración del derecho a la vida, la libertad y la seguridad de las 
mujeres y las niñas impidiéndoles alcanzar el más alto grado de salud física y mental. 
 
España es parte de los principales organismos internacionales que protegen a las 
mujeres y niñas. La ley 1/2004 de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de 
Género fue un paso importante, pero tanto en 2009 Amnistía Internacional, en 2015 el 
Comité CEDAW como en esta ocasión en 2019 Amnistía Internacional de nuevo con su 
informe “Ya es hora de que me creas” ponen en tela de juicio las políticas públicas en 
esta materia considerándolas completamente insuficientes. En 2017 se sacó adelante en 
el Congreso de los Diputados el Pacto de Estado en materia de Violencia de Género, 
pero la realidad es que su ínfima financiación por parte del Gobierno del PP lo ha 
convertido en papel mojado.  
 
Es necesario cumplir con el Convenio de Estambul que España firmó en 2014, que 
obliga al estado Español a hacer frente a las violencias sexuales adaptando una serie de 
medidas: integralidad de la respuesta (prevención, detección, atención y recuperación 
integral - a corto, medio y largo plazo -, protección,  justicia, incluida la obtención de 
indemnización), la actuación desde el enfoque de género y la prohibición de la 
discriminación. Este tratado además prohibe la discriminación por motivos de 
orientación sexual o de identidad de género, e incluye explícitamente a mujeres 
migrantes y refugiadas. 
 
Según el informe de Amnistía Internacional antes mencionado queda mucho por 
cumplir de este tratado. Para empezar, en los últimos treinta años el enfoque de 
actuación sobre la violencia sexual se ha estado centrando en violencia ejercida por  la 
pareja o la expareja, incluso el Pacto de Estado tiene carencias en este sentido. También 
señala la escasez de campañas estatales de prevención que no tengan este enfoque, 



siendo la mayoría de campañas que abarcan otros tipos de violencias sexuales producto 
de entidades autonómicas, locales o de organizaciones feministas. Esto, indica, se debe 
en gran medida a las pocas cifras oficiales que se pueden consultar respecto a este tema 
impidiendo sacar adelante políticas públicas en base a datos reales.  Hace hincapié 
además,  en la necesidad de preparar la atención adecuada hacia las víctimas por parte 
de las entidades públicas, en las cuales los profesionales requieren más formación 
específica en el tema, una mayor especialización y unos protocolos más eficientes. 
Habla, por otra parte, de la grave disparidad en la atención a la víctima dependiendo de 
la Comunidad Autónoma e incluso de la provincia, lo cual se resolvería con la 
implementación de una red de recursos contra violencia sexual estatal con la 
financiación adecuada. Y finalmente señala que en lo legislativo seguimos sin 
adaptarnos al Convenio de Estambul a nivel estatal, ya que se reconoce la violencia 
sexual como un daño a la libertad y la indemnidad sexual cuando deberían ser la 
autonomía sexual y el consentimiento. El informe también hace un examen exhaustivo 
de las insuficiencias en todo el proceso de atención a las víctimas, proponiendo una 
serie de medidas para llevar a cabo.  
 
Amnistía Internacional considera que estamos en un momento clave. Actualmente, 
estamos viviendo un momento histórico en el que millones de mujeres han salido a la 
calle para decir que no consienten que las víctimas sean las únicas cuestionadas tras una 
violación, y que el Estado no tome medidas para protegerlas en un momento en que la 
gran mayoría de la sociedad no está dispuesta a consentir que mujeres y niñas se 
encuentren solas en un recorrido lleno de obstáculos que también viola sus derechos. 
Entendemos que actualmente todas las propuestas hechas responden a una necesidad 
real que  además son acuerdos internacionales que nuestro país debe cumplir. Por esa 
razón elevamos a pleno la siguiente propuesta. 
 
 

ACUERDOS 
 

1.- Instar a la Comunidad de Madrid y al Gobierno de España para que atiendan  las 
propuestas realizadas por Amnistía Internacional en el informe “Ya es hora de que me 
creas” que pasamos a enumerar a continuación: 
 

● Recopilar datos, que permitan dimensionar este problema para que puedan 
impulsarse políticas públicas, coordinadas con los gobiernos autonómicos, para 
la prevención, información, atención y reparación de las víctimas. 

● Crear servicios especializados, como teléfonos disponibles las 24 horas del día, 
los 365 días del año, y garantizar la existencia de centros especializados en 
violencia sexual en todos los territorios del estado español. 

● Crear servicios de asistencia y atención integrales (Centros Especializados y 
Centros de crisis) e implementar de manera obligatoria en todas las 
Comunidades Autónomas, para que todas las víctimas y supervivientes de 
violencia sexual, así como sus familiares- independientemente de su lugar de 
residencia - puedan ser asistidas integralmente por un equipo especializado, 
según lo que establecen los estándares mínimos de derechos humanos en materia 
de asistencia especializada. Los centros deben garantizar los estándares mínimos 
de disponibilidad, accesibilidad, y no discriminación. 

● Formar en violencia sexual desde un enfoque interdisciplinar a los distintos 
agentes sociales- policía, profesorado, operadores judiciales, personal sanitario, 



personal de servicios sociales, y servicios especializados de atención a víctimas 
de violencia de género- que de forma directa o indirecta están en contacto con 
las víctimas o supervivientes de violencia sexual y/o sus familiares, para 
garantizar sus derechos y evitar la  victimización a la que se enfrenta. Esta 
formación debe ser continua. 

● Facilitar asistencia letrada especializada gratuita e inmediata a las víctimas, 
formar y sensibilizar a todos los operadores jurídicos en contacto con las 
víctimas y, que las instancias judiciales puedan adaptarse para posibilitar 
espacios amables que garanticen la confidencialidad y seguridad de las víctimas 
y sus familiares. 

● Elaborar campañas de sensibilización y prevención frente a las distintas 
formas de violencia sexual, en los distintos ámbitos y con una espacial atención 
en el ámbito educativo. 

● Impulsar la reparación de las víctimas, no solo desde el punto de vista de una 
compensación económica, sino contemplando la restitución, rehabilitación, 
satisfacción y garantías de no repetición. 

 
 
2.- Instar al Gobierno de España a: 
 

● Impulsar e implementar una Ley Integral contra la violencia sexual que 
aborde la respuesta en materia de prevención, atención, recuperación integral y 
acceso a la justicia especializada. 

● Reformar el Código Penal en lo referente a todos los delitos sexuales que afecten 
de manera desproporcionada a las mujeres y niñas, garantizando que se protege 
la autonomía sexual y el consentimiento libremente dado, de acuerdo con los 
estándares internacionales, especialmente con el Convenio de Estambul. 

 
3. El Ayuntamiento de Rivas Vaciamadrid se compromete a: 
 
- Finalizar el trabajo de composición del Protocolo Local de actuación contra la 
violencia sexual y darle la mayor difusión posible. 
- Asegurar el acompañamiento a las mujeres y niñas que hayan sufrido cualquier tipo de 
violencia. 
- Continuar con el trabajo de formación, haciendo hincapié en la violencia sexual, a 
nuestra Policía Local y a otros servicios municipales intentado abrir el abanico hacia 
otros servicios (profesorado, equipos médicos…) mientras las administraciones 
competentes no lo asuman como propio. 
- Valorar el trabajo multidisciplinar que los equipos técnicos vienen realizando para 
abordar las violencias ejercidas sobre las mujeres desde todos los ámbitos. 
- Visibilizar el trabajo que en las dos últimas campañas de Noviembre se ha venido 
trabajando desde el Consejo de Mujeres: el primero nombrando las violencias sexuales 
y el segundo actuando frente a ellas. “ 
 
La moción es aprobada por 21 votos a favor emitidos: 7 por los Concejales del Grupo 
Municipal Izquierda Unida-Equo, 6 por los Concejales del Grupo Municipal Podemos 
Rivas, 2 por los Concejales del Grupo Municipal Ciudadanos (C’s), 4 por los 
Concejales del Grupo Municipal Socialista y 2 por los Concejales no adscritos; ninguna 
abstención y 4 votos en contra emitidos por los Concejales del Grupo Municipal 
Popular. 


